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SEXTA SALA UNITARIA DE PRIMERA 

INSTANCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL   ESTADO    DE 

OAXACA. 

 

EXPEDIENTE: 0089/2018 

 

ACTOR: ***** ***** *****. 

 

DEMANDADO: DIRECTORA DE INGRESOS 

Y RECAUDACIÓN DE LA SECRETARÍA DE 

FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO 

DE OAXACA 

 

OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA A  VEINTIDOS DE FEBRERO DE  

DOS MIL DIECINUEVE. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - -   

 

VISTOS, para resolver los autos del juicio de nulidad de número 

0089/2018, promovido por ***** ***** *****en contra de la DIRECTORA DE 

INGRESOS Y RECAUDACIÓN DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

R E S U L T A N D O: 

 

 1°. Por escrito recibido el uno de octubre del  dos mil dieciocho, en Oficialía 

de Partes Común del Tribunal de Justicia Administrativa para el Estado de 

Oaxaca, ***** ***** ***** , demandó la nulidad lisa y llana de la resolución 

contenida en el oficio con número de control**********, de fecha veintisiete de 

julio del  dos mil dieciocho emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación 

de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca. Por 

acuerdo de dos de octubre del dos mil dieciocho, se admitió a trámite la 

demanda en contra de la Directora de Ingresos y Recaudación de la Secretaría 

de Finanzas del Gobierno del Estado de Oaxaca a quien se le concedió un 

plazo de nueve días hábiles para que produjera su contestación, haciéndole 

saber que de no contestar los hechos planteados en la demanda, afirmándolos, 

negándolos o expresando que los ignoraran por no ser propios o exponiendo 

como ocurrieron, se considerarían presuntamente ciertos bajo apercibimiento 

que para el caso de no hacerlo, se declararía precluído su derecho y se le tendría por 

contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Y que exhibiera 

copias para el traslado a su contraparte. Se admitieron a la actora las pruebas ofrecidas 

que consisten en: 1. Original de la resolución contenida en el oficio con número de control 

********** de veintisiete de julio del dos mil dieciocho, emitida por la Directora de Ingresos y 

Recaudación de la Secretaria de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; 2. 

 

 

 

 

 

 

 

 

DATOS 

PÉRSONALES 

PROTEGIDOS 

POR EL 

ARTÍCULO 116 

DE LA LGTAIP 

Y ARTÍCULO 56 

DE LA LTAIPEO  



2 

Cuadernillo de copias simples, consistente en los acuses electrónicos 

generados con fecha seis de diciembre del dos mil diecisiete y veinticuatro de 

agosto del dos mil dieciocho, correspondientes a la presentación de la 

declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo 

Personal, de los bimestres: 4° de 2014, 5° de 2014, 6° de 2014, 1° de 2015, 2° 

2015, 3° de 2015, 4° de 2015, 5° de 2015, 6° de 2015, 1° de 2016, 2° de 2016, 

3° de 2016, 4° de 2016, 5° de 2016, 6° de 2016, 1° de 2017, 2° de 2017, 3° de 

2017, 4° de 2017, 5° de 2017, 6° de 2017, 1° de 2018 y 2° de  2018; 3. La 

instrumental de actuaciones, consistente en la totalidad de lo actuado dentro 

del presente expediente. Probanzas admitidas de conformidad con los 

artículos 188 y 189 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa del 

Estado de Oaxaca. - - -  

 

2°. Mediante acuerdo de fecha veintiséis de noviembre del dos mil 

dieciocho, se tuvo por recibido el oficio **********signado por la Directora de lo 

Contencioso de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado, en 

representación jurídica de la defensa legal de dicha Secretaría, donde contesta 

la demanda de nulidad promovida por la parte actora; hizo valer sus 

excepciones y defensas y se le admitieron las pruebas marcadas con los 

numerales: 1. Cuadernillo de copias certificadas integradas por la multa por 

infracción relacionada con la presentación de Declaraciones del Impuesto 

Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, con número de 

control ********** de veintisiete de julio del dos mil dieciocho, con su respectiva 

constancia de notificación; 2. La presuncional legal y humana. 3. La 

instrumental de actuaciones, consistente en todo lo actuado y en lo que le 

favorezca. Por otra parte la autoridad demadada exhibió copia certificada del 

acuse de recibo de la infracción que envió via correo certificado de la multa 

impuesta al actor, por consiguiente eta Sala declaró  procedente la ampliación 

de demanda, y se requirió al actor para que dentro del plazo de cinco días 

hábiles ampliara la misma respecto a los argumentos y constancias que 

adjuntó a su contestación de demanda relacionadas a la notificación del acto 

que impugna. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - 

 

3°. Por acuerdo de dieciocho de enero del dos mil diecinueve, se hizo 

del conocimiento a las partes en este juicio, que en el Acuerdo General 

AG/TJAO/015/2018 de fecha veintisiete de noviembre del dos mil dieciocho y 

a la “FE DE ERRATAS” de treinta de noviembre del mismo año, el Pleno de la 

Sala Superior de este Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca 

determinó el cambio de domicilio oficial de todas las áreas Jurisdiccionales y 

Administrativas de este Tribunal a partir del 1º de Enero del dos mil diecinueve, al ubicado 

en la calle Miguel Hidalgo número 215, Colonia Centro, Municipio de Oaxaca de Juárez, 

Oaxaca, código postal 68000, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 146, de la Ley 

de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado aplicable al caso. Por otra parte, 

se advirtió que mediante proveído que antecede, se ordenó requerir al actor para que 
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ampliara su demanda; sin embargo, visto el computo que se realizó por el 

Secretario de Acuerdos de esta Sala, no hubo constancia que acreditara 

que el actor hubiere ampliado su demanda y se tuvo por precluído su 

derecho, y al no existir argumentos y pruebas que refutar, no fue procedente 

conceder a la autoridad demandada la contestación de la ampliación de 

demanda. Así mismo, se declaró cerrada la etapa de instrucción y se señaló 

hora y fecha para la celebración de la audiencia final.- - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

 

4°. Con fecha doce de febrero del dos mil diecinueve, siendo las once 

horas, tuvo verificativo la Audiencia Final, misma que se celebró sin 

comparecencia de las partes ni de persona alguna que legalmente las 

representara; se abrió el periodo de desahogo de pruebas donde el Titular 

de esta Sexta Sala Unitaria de Primera Instancia, del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Oaxaca las declaró desahogadas por su propia 

naturaleza; en el periodo de alegatos se dio cuenta con el escrito de la parte 

actora, donde se le tuvo presentando alegatos los cuales se agregaron para 

que surtan los efectos legales correspondientes, no así a la autoridad 

demandada por lo que se declaró precluído su derecho. Finalmente se citó 

a las partes para oír sentencia, misma que ahora se pronuncia. - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -      

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

PRIMERO.- Competencia.- Esta Sexta Sala Unitaria  del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca es competente para conocer 

del presente asunto en términos del Decreto Núm. 786, de la LXIII Legislatura 

Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, mediante el cual se 

Reforman, Adicionan y Derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Estatal; entre ellas la adición de un capítulo al Título Sexto, relativo a los 

Órganos autónomos, denominado “ Del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Oaxaca”. Artículos 114 QUÁTER fracción VI, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Oaxaca; que establece 

las atribuciones de este tribunal 118, 119 ,120 fracción I a la IV y 121 de la 

Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca, 

por tratarse de un juicio de nulidad promovido en contra de una autoridad 

administrativa de carácter estatal. - - - - -  

 

SEGUNDO.- Personalidad y Personería.- Quedó acreditada de conformidad con los 

artículos 148 y 150 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de 

Oaxaca, toda vez que la parte actora promueve por propio derecho y la autoridad 

demandada mediante nombramiento debidamente certificado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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          TERCERO. - Fijación de la Litis. - Surge de la ilegalidad planteada 

por la parte actora respecto al oficio con número de control **********de fecha 

27 de julio de 2018, emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación 

dependiente de la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas 

del Poder Ejecutivo del Estado, de donde se duele que su notificación resulta 

contraria a derecho pues no cumple con los requisitos estipulados en el 

artículo 46 fracción II de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado de Oaxaca; también manifiesta que dicho acto administrativo 

se encuentra falto de una debida fundamentación y motivación respecto al 

encuadre preciso de la conducta desplegada por el hoy accionante, y la 

sanción impuesta por la autoridad demandada, máxime que no funda 

debidamente su competencia material. Así mismo, refiere que la multa resulta 

improcedente, toda vez que, respecto a las obligaciones ahí requeridas, 

realizó un cumplimiento espontáneo. - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 

 Por su parte la autoridad demandada, manifiesta que la notificación del acto 

impugnado, fue realizada conforme a derecho en términos del artículo 137 

del Código Fiscal para el Estado de Oaxaca. De igual manera, establece que 

los conceptos de impugnación hechos valer por el accionante, resultan 

infundados toda vez que el mismo resulta sujeto obligado a presentar 

declaraciones del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al 

Trabajo Personal, y en virtud de que, derivado de la revisión al Registro 

Estatal de Contribuyentes en materia de declaraciones, se advirtió que la 

parte actora no presentó las declaraciones requeridas; por éllo, que procedió 

a la imposición de la multa respectiva. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

CUARTO.- Acreditación del Acto Impugnado.-  El acto 

impugnado, lo es el oficio con número de control ********** de fecha veintisiete 

de julio del dos mil dieciocho, emitido por la Directora de Ingresos y 

Recaudación dependiente de la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría 

de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca que obra en su 

original a foja 22 del expediente, al que se le confiere pleno valor probatorio 

en términos del artículo 203 fracción I de la Ley de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado de Oaxaca, máxime que la misma autoridad 

reconoció su emisión al contestar la demanda, por lo que es con tales medios 

de convicción que esta Sala tiene por acreditado el acto impugnado. - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

QUINTO.- Causales de Improcedencia y Sobreseimiento. Considerando que son 

de orden público y de estudio preferente a cualquier otra cuestión y derivado del imperioso 

estudio oficioso que especifica el artículo 161 in fine de la Ley de la Materia; respecto a 

dichas causales, esta Sala advierte que en el presente caso concreto no se actualiza causal 

de improcedencia ni sobreseimiento, consecuentemente, no se sobresee el juicio. - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   
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SEXTO.- Estudio de Fondo.- Son esencialmente fundados los 

conceptos de impugnación hechos valer por el accionante para pretender la 

nulidad lisa y llana del oficio con número de control ********** de fecha 27 de 

julio de 2018, emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación dependiente 

de la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Poder 

Ejecutivo del Estado, al tenor de las siguientes consideraciones de mérito. - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

  

Por cuestión de método, resulta conveniente estudiar el concepto de 

impugnación marcado como el TERCERO y CUARTO, atendiendo a que en 

los mismos alega sustancialmente la ausencia de fundamentación de la 

autoridad exactora, en cuanto a su competencia material. Ello es oportuno, 

atendiendo a que diversos criterios han establecido que el estudio de la 

competencia de las autoridades que emiten actos de molestia, debe ser 

oficioso y, por tanto, preferente a cuestiones relativas al fondo. Sirve de 

orientación al criterio vertido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la 

Federación, Tomo IV, Segunda Parte-1, Julio-Diciembre de 1989, visible a 

página 147, Octava Época, de rubro y texto siguientes:  

 

“COMPETENCIA. SALVO DETERMINADOS CASOS, DEBE SER 

ESTUDIADA DE OFICIO POR EL ORGANO REVISOR. 

 

Las cuestiones de competencia, por ser de orden público, deben ser estudiadas 

de oficio por el órgano encargado de la revisión, pues en caso de resultar que el 

juzgador de primer grado carece de competencia para conocer del asunto, se 

está ante una violación a las normas fundamentales que rigen el procedimiento 

en el juicio constitucional, la cual lleva a revocar la sentencia recurrida y 

ordenar la reposición del procedimiento conforme al artículo 91, fracción IV, 

de la Ley de Amparo, a fin de que éste haga el planteamiento de incompetencia 

correspondiente. No importa en contrario que la tesis de ejecutoria que aparece 

publicada en las páginas trescientos treinta y cinco a trescientos treinta y seis 

del tomo correspondiente a la primera parte del Apéndice 1917-1985, así como 

en las páginas doscientos veintinueve a doscientos treinta del Tomo "Tribunal 

Pleno, precedentes que no han integrado jurisprudencia 1969-1985", bajo el 

rubro: "Revisión, competencia del Tribunal Colegiado bajo cuya jurisdicción se 

encuentra el juzgado que dictó la resolución para conocer del recurso", 

establezca, refiriéndose a una serie de supuestos, que "una vez resuelta la 

instancia no es dable discutir problemas competenciales", pues ese criterio cabe 

en los siguientes casos: a) En cuanto a la no procedencia del incidente de incompetencia, 

para efectos de la acumulación (artículo 51 y 57 a 62 de la Ley de Amparo); b) Cuando 

la cuestión competencial surja por razón de territorio (artículo 52, id); y, c) Por lo que 

ve a que no puede ser base para decidir la competencia entre un Tribunal Colegiado y 

otro, por razón de la materia, la circunstancia de que el Juez de Distrito, cuya sentencia 
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es objeto de revisión, no tuviera competencia por corresponderle diversa 

materia. En relación a lo sostenido en el primero de esos incisos, la prescripción 

para que opere el planteamiento del incidente de acumulación de juicios conexos 

o en aquellos que muestran litispendencia, por el hecho de que en alguno de 

ellos ya haya sido dictada la sentencia correspondiente, con lo cual se pierde la 

posibilidad de que se establezca la incompetencia sobrevenida de un Juez de 

Distrito, no se puede llevar al extremo de impedir que se determine la 

incompetencia del propio Juez por otras razones, como tampoco evita que se 

decrete el sobreseimiento por la improcedencia del juicio que genera tal 

litispendencia o, en su caso, la cosa juzgada. Circunstancialmente podría ocurrir 

que, en términos del artículo 51 de la Ley de Amparo, se omita acumular dos 

juicios iguales para sobreseer en el más reciente y continuar con el más antiguo 

de ellos, pero no que recaiga el correspondiente sobreseimiento, ya en primera 

instancia o bien en la revisión, como manda el artículo 74, fracción III, de la Ley 

de Amparo, cuando el tribunal advierte la existencia de la causa de 

improcedencia en términos de las fracciones III y IV del artículo 73 de la ley de 

la materia, ya que está de por medio el orden público, cuyos efectos jurídicos no 

admiten excepción tratándose de la competencia en razón de la función, de 

jerarquía directa o de la materia. El dictado del fallo en uno de los juicios 

acumulables por razón de conexidad, también puede impedir que se cumplan los 

fines de esa figura procesal, que son la economía procesal y el dar posibilidad al 

Juez de fallar de manera no contradictoria, si se quiere ver en tal circunstancia 

la no contravención a una regla fundamental de procedimiento en razón de que 

la ley manda la acumulación de juicios en trámite, lo que no acontece si uno ya 

fue fallado. Respecto a lo señalado en el inciso b), se conviene en el punto en 

virtud de que doctrinaria y legalmente (artículos 23 y 24 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles), la competencia por razón del territorio puede ser 

prorrogada por consentimiento de las partes, sea éste expreso o tácito, principio 

que si bien no contempla expresamente la Ley de Amparo, tampoco lo repudia 

puesto que en el artículo 36 prevé la concurrencia de competencias por razón 

del territorio. Por último, en lo que hace a lo indicado en el inciso c), también 

converge el criterio de este tribunal en tanto que la circunstancia de que un Juez 

de Distrito, cuya sentencia es objeto de revisión, no tenga competencia por 

corresponderle diversa materia, no impide que de tal revisión conozca un 

Tribunal Colegiado de la misma materia que naturalmente ejerza aquél, ya que 

en ese caso se encuentra una de pertenencia entre los Jueces de Distrito y los 

Tribunales Colegiados especializados, de tal manera que lo fallado por un Juez 

determinado debe ser revisado por el Tribunal Colegiado de la misma 

especialidad. Pero son muy diferentes los problemas de competencia que no 

tienen su origen en las reglas de acumulación, en la de pertenencia ni por distribución 

territorial, sino en otras circunstancias que, de darse, por vía de corrección oficiosa 

obligan a cuestionar la competencia del Juez y mandar reponer el procedimiento 

conforme al citado artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, por estar presente el 

interés público y tratarse de normas fundamentales del procedimiento las que prevén 

esos supuestos de competencia, que además no admiten excepción. Precisamente por 
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esto último que aquí se afirma, no se aprecia correcta la citada tesis de ejecutoria 

del Pleno de la Suprema Corte, en cuanto concluye que no es posible examinar 

o abordar en la revisión el tema de la competencia del Juez, ni aun por razón de 

la materia, por el hecho de haberse resuelto ya la instancia; tampoco es 

aceptable tal postura si se está frente a problemas de competencia por función 

o tratándose de jerarquía directa. Estas cuestiones competenciales están 

previstas por los artículos 42, párrafo segundo, 50 y 94 de la Ley de Amparo, y 

no hay base en la ley ni en la doctrina para repudiar en la revisión el análisis y 

correspondiente purga de darse la contravención. Hacerlo, es decir rechazar su 

estudio y corrección, significa consolidar una violación procesal cardinal, lo 

que es jurídicamente inadmisible. Resulta claro que el rehúso del examen de las 

cuestiones competenciales en la revisión de la sentencia no tiene base lógica ni 

jurídica, tratándose de los casos citados, si se toma en cuenta la disposición 

contenida en el artículo 94 de la ley de la materia, que prescribe la nulidad de 

tal sentencia en caso de incompetencia del Juez de Distrito por haber resuelto 

un amparo cuya competencia por función tocaba conocer a la Suprema Corte o 

al Tribunal Colegiado de Circuito. La hipótesis de improcedencia del estudio 

de la cuestión competencial, que aquí se comparte en los casos de acumulación, 

distribución territorial o de pertenencia, está delimitada por la jurisprudencia 

102 y la última tesis relacionada a ella, visibles en las páginas ciento cincuenta 

y cuatro a ciento cincuenta y cinco del Tomo "Común al Pleno y a las Salas", 

Apéndice 1917-1985, que dicen: "COMPETENCIA IMPROCEDENTE.- No 

ha lugar a una cuestión de competencia en amparo, cuando el juicio entablado 

ante uno de los Jueces contendientes ha sido ya fallado o sobreseído por éste.". 

"COMPETENCIA EN AMPARO.- Para que exista cuestión de competencia, 

es indispensable que dos o más Jueces estén conociendo de demandas de 

amparo contra los mismos hechos; de lo que se sigue que si uno de esos Jueces 

ha pronunciado ya su sentencia, no existe cuestión de competencia posible, 

pues, desde que la pronunció, terminó su jurisdicción.". Aceptar el examen y 

solución de la cuestión competencial por razón de la materia, la función o por 

jerarquía directa, hasta en la revisión de la sentencia, tiene base en la tesis 

jurisprudencial número 89, que se lee en la página 139 del propio tomo, que es 

del tenor siguiente: "COMPETENCIA, APLICACION DE LAS LEYES DE.- 

Las normas que regulan la competencia por función o materia, se apoderan de 

las relaciones jurídicas procesales en el estado en que se encuentran, rigiendo 

inmediatamente, por ser de orden público.". Mandar reponer el procedimiento 

para que el a quo realice el planteamiento competencial, no implica una decisión 

definitiva de la cuestión, sino que en el caso de suscitarse polémica entre los 

Jueces de Distrito en términos del artículo 52 de la ley de la materia, será la 

resolución que ahí recaiga la prevaleciente.” 
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En efecto, el artículo 16 de la Ley Fundamental, estipula el imperativo a 

que están sujetos todos los actos de autoridad, el cual consiste en estar 

debidamente fundado en cuanto a la competencia de la autoridad emisora:  

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS  

 

Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad 

competente que funde y motive la causa legal del procedimiento  

 

En tales consideraciones, conviene considerar que la fundamentación de 

la competencia, ha sido catalogada como un requisito Sine Qua Non, de los 

actos de autoridad. Ello, toda vez que la omisión de su cita, implica que los 

justiciables se encuentren en un evidente estado de indefensión ante la 

autoridad emisora del acto en cuestión, puesto que no tendrían forma de 

verificar si dicha autoridad, cuenta con facultades para emitir el acto de 

molestia. Lo anterior se dice, a la luz de la Jurisprudencia P./J. 10/94 emitida 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 77, Mayo de 1994, 

visible a página 12, Octava Época, de rubro y texto siguiente:  

 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO 

ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 

 

Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad 

y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se 

advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser 

emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les 

den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente 

debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las 

formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo 

o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en 

estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad 

para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga 

la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito 

competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para 

que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del 

apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que 

su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o 

que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.” 

 

En dichos términos, cabe señalar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, ha determinado mediante Jurisprudencia 2a./J. 218/2007, que las 

Salas deben estudiar al resolver juicios de nulidad, la cita de la competencia de las 

autoridades demandadas. Tal situación queda patente en la transcripción de la 
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Jurisprudencia en cita, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo XXVI, Diciembre de 2007, visible a página 154, Novena Época, de rubro y texto 

siguientes: 

 

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA 

AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 

El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su 

correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de 

oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la 

resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo 

relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye 

tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o 

insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una 

facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las 

facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con 

independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque 

incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente 

fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas 

fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su 

pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá 

causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la 

autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional 

necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el 

no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la 

autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto 

impugnado en el juicio de nulidad.” 

 

Ahora bien, se dice que el oficio con número de control ********** de 

fecha 27 de julio de 2018, emitida por la Directora de Ingresos y Recaudación 

dependiente de la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del 

Poder Ejecutivo del Estado, al que se le otorga valor probatorio pleno, de 

conformidad con el artículo 203 fracción I de la Ley de la materia, no cumple 

con el requisito de fundar la competencia por razón de cuantía, toda vez que 

la demandada se limitó a citar:  

 

“La Dirección de Ingresos y Recaudación de la Secretaría de finanzas del Poder 

Ejecutivo del Estado con fundamento en los artículos 2 párrafo segundo y 

tercero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca 

vigente; 1, 3 fracción I, 6 párrafo segundo, 24, 26, 27 fracción XII, 29 párrafo 

primero y 45 fracciones XI, XX, XXXI, XXXVII y LVII de la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo del Estado de Oaxaca vigente; 63, 64, 65, 66 y 69 de la Ley Estatal de 

Hacienda vigente; 1 párrafo primero, 3, 4, 5, fracciones II y VII, 7 fracción VI, 17, 19, 
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32, 39, 60 párrafo primero, 61 párrafos primero y tercero, 122, 123 y 269 fracción I del 

Código Fiscal para el Estado de Oaxaca vigente; 53, 55 fracciones I, II y III y 56 fracción 

II del Reglamento del Código Fiscal para el Estado de Oaxaca vigente; 1, 2, 4 fracción 

III inciso a), 5, 16 fracciones III y XV y 31 fracciones VIII y XLII del Reglamento 

Interno de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado vigente; procede a 

determinar su situación fiscal de conformidad con lo siguiente:”  

 

De lo anterior transcrito, se advierte que si bien la autoridad demandada 

cita diversos preceptos normativos, resulta omisa en citar el artículo 97 del 

Código Fiscal para el Estado de Oaxaca, el cual a la letra estipula:  

 

CÓDIGO FISCAL PARA EL ESTADO DE OAXACA 

 

ARTÍCULO 97. Los hechos que las autoridades fiscales conozcan con motivo 

del ejercicio de sus facultades de comprobación, o bien que consten en los 

expedientes, documentos o bases de datos que tengan en su poder o a las que 

tengan acceso, así como los proporcionados por otras autoridades, podrán 

utilizarse como sustento de la motivación de las resoluciones que emitan. 

- lo remarcado es propio - 

 

Ahora, se dice que la autoridad demandada debió citar el artículo antes 

transcrito, para acreditar la competencia de la autoridad demandada para 

motivar la multa con número de oficio ********** de fecha 27 de julio de 2018, 

toda vez que la autoridad demandad manifestó lo siguiente:  

 

“Atendiendo a lo anterior se realizó una revisión minuciosa en el Registro 

Estatal de Contribuyentes con que cuenta esta Secretaría de Finanzas; la cual 

contiene los registros contables en materia de declaraciones y pagos; y en 

ejercicio de las facultades de revisión al cumplimiento de las declaraciones y 

pagos, de los contribuyentes activos e inscritos en materia del Impuesto Sobre 

Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, se le ha identificado 

como sujeto obligado en materia del impuesto de referencia (…)”  

 

Como bien se deduce de todo lo anterior transcrito, si bien la Secretaría 

de Finanzas del Estado, está facultada para realizar revisiones a las bases de 

datos que tenga en su poder y podrá utilizarlo como motivación de las 

resoluciones que emita, dicha facultad se encuentra conferida en el artículo 

97 del Código Tributario Estatal, por lo que resulta un requisito Sine Qua 

Non, la cita del mismo, a efecto de que el contribuyente, en este caso parte 

actora, haya tenido la certeza de que dicha autoridad actuaba a la luz de una 

potestad expresamente conferida en Ley. - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

Por tanto, si la Directora de Ingresos y Recaudación dependiente de la 

Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo 

del Estado está facultada para realizar revisiones a las bases de datos que 
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tenga en su poder y podrá utilizarlo como motivación de las resoluciones que emita, es 

menester que cite el artículo que le confiere dicha facultad, a efecto de fundar 

debidamente su competencia material.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Ello de conformidad con la Tesis emitida por el Tercer Tribunal 

Colegiado En Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación, Volumen 205-216, Sexta Parte, visible a 

página 112, Séptima Época, de rubro y texto siguientes:  

 

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 

EMISORA DE UNA RESOLUCION. DEBE FUNDARSE EN EL 

CUERPO MISMO DEL DOCUMENTO. 

 

Cuando el artículo 16 constitucional prescribe que nadie puede ser molestado en 

su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones sino mediante mandamiento 

escrito de autoridad competente que funde y motive la causal legal del 

procedimiento, está consagrando dos garantías individuales: la de competencia 

y la de fundamentación y motivación. La garantía de competencia prescribe que 

una autoridad sólo puede actuar en determinado sentido si existe una norma 

jurídica que la autorice para conducirse así. La garantía de fundamentación y 

motivación reviste dos aspectos: el formal, por cuanto exige que en el 

documento en donde se contenga el acto de molestia conste una exposición de 

las circunstancias de hecho y las normas o principios de derecho que condujeron 

a la autoridad a inferir el acto de molestia; y el material, por cuanto exige que 

las circunstancias de hecho, siendo ciertas, encuadren en las hipótesis de los 

preceptos invocados conforme su recta interpretación. Ahora bien, la 

circunstancia de que tanto la doctrina como la jurisprudencia hayan dado un 

tratamiento independientemente a cada una de estas garantías, la de competencia 

y la de fundamentación y motivación, no significa en modo alguno que sean 

ajenas entre sí, o se excluyan en su aplicación en favor de un gobernado a quien 

se ha inferido un acto de molestia. Por el contrario, precisamente gracias a su 

interpretación conjunta pueden alcanzarse efectivamente los propósitos 

perseguidos por el Constituyente al plasmarlas como garantías de rango 

constitucional. En efecto, si al regular el acto de molestia el artículo 16 

constitucional exige, por una parte, la existencia de un precepto de derecho que 

faculte a la autoridad para realizar el acto (competencia) y, por otra parte, la cita 

de todos los hechos y preceptos de derecho que originen el acto (motivación y 

fundamentación), es de concluirse entonces que dentro de esta cita de preceptos 

debe incluirse concretamente aquél que dé facultades a la autoridad, puesto que 

precisamente la competencia es el primer presupuesto y punto de partida para la 

emisión del acto de molestia, lo que significa sencillamente que también la competencia 

debe estar fundada en al mandamiento de autoridad. Para aceptar esta conclusión, 

bastaría considerar que tanto la competencia como la fundamentación y motivación se 

consagraron por el Constituyente con un solo objetivo común: brindar seguridad jurídica 

al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, poniendo a su alcance 
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todos los medios necesarios para la defensa de sus intereses; en ese orden de ideas, de 

admitir un criterio distinto, eximiendo a la autoridad del deber de fundar su 

competencia, equivaldría a privar al particular de la aptitud enteramente legítima de 

conocer al menos la norma legal que permite a la autoridad molestarlo en su 

esfera jurídica y en su caso, de controvertir su actuación si no se halla ajustada 

a derecho.” 

 

Consecuentemente, ante la omisión por parte de la autoridad 

demandada a citar el artículo que la faculta para realizar revisiones a las bases 

de datos que tenga en su poder y podrá utilizarlo como motivación de la multa 

con número de oficio ********** de fecha 27 de julio de 2018, es que debe 

determinarse su Nulidad Lisa y Llana. Lo anterior por así determinarlo la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante 

Jurisprudencia 2a./J. 99/2007, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Junio de 2007, visible a página 287, 

Novena Época, de rubro y texto siguientes:  

 

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA 

FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. 

En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE 

LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA 

POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, 

EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 

RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que 

cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el 

apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no 

transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la 

facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de 

inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades 

para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por 

aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no 

podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, 

salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en 

que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, 

supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se 

subsane la insuficiente fundamentación legal.” 

Finalmente, respecto al resto de los conceptos de impugnación 

esgrimidos por el accionante, atendiendo al principio de mayor beneficio, su 

procedencia no resultaría en una resolución más favorable, por lo que resulta ocioso el 

estudio de los mismos. 
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Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 207, 208 fracciones II 

y III, y209 de Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de 

Oaxaca, se;  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Esta Sexta Sala Unitaria fue competente para conocer y 

resolver del presente asunto. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

SEGUNDO.- La personalidad y personería de las partes quedó 

acreditada en autos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

TERCERO.- No se actualizaron causales de improcedencia y 

sobreseimiento hechas valer por la autoridad demandada. - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del oficio con 

número de control ********** fecha veintisiete de julio del dos mil dieciocho, 

emitido por la Directora de Ingresos y Recaudación dependiente de la 

Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo 

del Estado de Oaxaca. - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

QUINTO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE AL ACTOR Y POR 

OFICIO A LA AUTORIDAD DEMANDADA, con fundamento en los artículos 

172 fracción I y 173 fracciones I y II, de la Ley de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado de Oaxaca.- CÚMPLASE. - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

Así lo resolvió y firmó el Titular de la Sexta Sala Unitaria de Primera 

Instancia  del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca, 

Magistrado Abraham Santiago Soriano, quien actúa ante el Licenciado 

Christian Mauricio Morales Morales, Secretario de Acuerdos, que autoriza y 

da fe.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DATOS 

PÉRSONALES 

PROTEGIDOS 

POR EL 

ARTÍCULO 116 

DE LA LGTAIP 

Y ARTÍCULO 56 

DE LA LTAIPEO  


